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1 .  i n t roducc i n
Las normas que don Andrés Bello consagró en su codificación, adoptadas 
por la República de Colombia hace 132 años1, en lo que tiene que ver con la 
familia han sufrido profundas transformaciones legislativas y sobre todo ju-
risprudenciales, especialmente desde 1991, con la promulgación de la nueva 
Carta Constitucional, que consagró el concepto de familia y fijó el marco 
constitucional de sus relaciones. A partir de ahí se han generado cambios en 
la aplicación de las normas debido a las nuevas dinámicas familiares, aunque 
de entrada se advierte que el modelo de Bello persiste aún en diversas normas. 
Para este análisis es necesario ubicar los antecedentes de nuestro Código Civil, 
las fuentes y corrientes del pensamiento de don Andrés Bello que le sirvieron 
de sustento para la codificación.
* Profesora ordinaria de la Facultad de Derecho de la Universidad Externado de Colombia 
en el área de Derecho de Familia, Infancia y Adolescencia. Directora de la base de datos 
de jurisprudencia y legislación sobre infancia y familia de la misma Universidad. Abogada de 
la Universidad Externado de Colombia, máster en Derecho de Familia e Infancia en la 
Universidad de Barcelona, especialista en Derecho de Familia de la Universidad Exter-
nado de Colombia y especialista en Derecho de los Negocios de la misma Universidad, 
curso de Especialización en Derechos Humanos y Protección Constitucional de la Uni-
versidad Castilla de la Mancha (España), curso intensivo en Derechos de la Infancia y la 
Adolescencia de la Universidad de Buenos Aires (Argentina). Estudiante del programa 
de doctorado en Derecho Privado de la Universidad de Salamanca (España). Abogada 
litigante y consultora.
1 Por medio de la Ley 57 de 1887, sobre la adopción de códigos y unificación de la legislación 
nacional, artículo 1.º: “Regirán en la República, noventa días después de la publicación 
de esta ley, con las condiciones y reformas de que ella trata, los códigos siguientes: ‘El 
Civil de la Nación, sancionado el 26 de mayo de 1873’”. El Código Civil de la Unión fue 
promulgado por el Congreso de los Estados Unidos de Colombia mediante la Ley 84 de 
1873.
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¿Por qué referirse a los efectos patrimoniales derivados de las relaciones 
de familia? Porque en nuestro sentir el patrimonio representa, entre otros 
factores, la seguridad y estabilidad económica de la familia; también porque 
es un factor que deteriora las relaciones familiares ya que, a menudo, el tema 
patrimonial es un componente de manipulación en situaciones de conflicto, 
y se vulneran y amenazan derechos individuales.
Con relación a los efectos económicos que surgen como consecuencia de 
las relaciones familiares reguladas en el Código de Bello, el presente análisis 
contempla: a) la protección al patrimonio familiar –no prevista en la codifica-
ción–, esto es, el patrimonio de familia inembargable y la afectación a vivienda 
familiar, su consagración legal, eficacia y pronunciamientos jurisprudenciales 
que se han ocupado de aquellos; b) los pactos prematrimoniales y maritales que, 
de acuerdo con nuestro ordenamiento, son las capitulaciones matrimoniales 
y maritales, consagradas solo las primeras de manera expresa en el Código 
Civil, y cuyo régimen se hace extensivo a las parejas que conforman unión 
marital de hecho; c) la sociedad conyugal y patrimonial entre compañeros 
permanentes, siendo la conyugal consagrada y regulada en el Código Civil de 
Bello con restricciones en la administración y disposición de bienes sociales y 
propios de los cónyuges, normas que fueron modificadas con posterioridad, así 
mismo, la aplicación de dichas normas a la unión marital de hecho en cuanto a 
la conformación y liquidación de su sociedad patrimonial, haciendo mención 
a las interpretaciones y, si se quiere, modificaciones que se han dado en esta 
materia; d) los efectos patrimoniales que se derivan de las relaciones entre 
padres e hijos, esto es, la administración de los bienes de los hijos menores de 
edad y de los mayores de edad en ejercicio de la patria potestad prorrogada, 
declaración de interdicción o inhabilitación, y el inventario solemne de bienes 
cuando alguno de los futuros contrayentes tiene hijos menores de edad. Te-
mas que en algunos aspectos de su consagración original en el Código Civil 
han tenido modificaciones por vía legislativa y jurisprudencial. Finalmente, 
e) la sucesión por causa de muerte se mencionan los aspectos relevantes que 
han sido modificados por la ley y la jurisprudencia, especialmente en lo que se 
refiere al derecho a suceder, el desheredamiento, las asignaciones forzosas y 
las facultades del testador. Hemos de referirnos a la llamada sucesión en vida 
o partición del patrimonio en vida.
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2 .  f u ent e s  y  c o r r i en t e s  d e l  p en s am i ento  d e  andr  s 
b e l lo.  an t e c ed ent e s  d e  nu e s t ro  cd i go  c i v i l
Reseñan los autores como fuentes primarias de inspiración de Andrés Bello 
“el derecho romano, el saber jurídico medieval español, particularmente en 
las Siete Partidas y, por último, las fuentes en el pensamiento moderno, espe-
cialmente el francés, inglés y alemán”2; en concordancia con el interés de las 
nuevas naciones sensibles al movimiento codificador europeo que debía dar 
frutos en tierras americanas. Citando a don Pedro Lira Uquieta, “Bello apro-
vechó lo conveniente para su codificación, libros, y también los comentarios 
sobre esas ideas conocidas”3.
Fijando su pensamiento en las fuentes romanas y modernas, subrayó la 
cuestión de la libertad individual planteada en relación de dependencia con 
la autoridad. En términos de Vidal Muñoz, “estas polaridades conectadas son de- 
terminantes en toda una línea gruesa del pensamiento de Bello, inserto en el 
Código Civil”4; así, se puede afirmar que, para él, merecía cierta importancia 
la autoridad sobre la libertad, sobre el orden. Fue entonces partidario de un 
régimen de autoridad fuerte y tuvo la necesidad de regular desde el orden y la 
libertad, por la época de las nacientes naciones independientes de América5.
Así las cosas, la obra codificadora de Andrés Bello, que duro más de 25 
años de estudio, redacción y perfeccionamiento del proyecto, aprobado por 
el Congreso de Chile en 1857, trató de “lograr una mayor seguridad en las 
relaciones jurídicas de la sociedad”6.
Identifican los historiadores y conocedores de la obra de Bello que su Có-
digo, elogiado por sus principios de libertad, igualdad y legalidad, en lo que 
tiene que ver con las relaciones de familia, se apartó, si se quiere, de dichos 
principios.
Siempre fue de gran importancia la figura de la autoridad, como una 
manera de mantener el orden dentro de la igualdad y la libertad. En su vida 
íntima y privada, Andrés Bello se mantuvo fiel a sus creencias cristianas, 
2 santiago vidal muñoz, “Fundamentos del pensamiento jurídico de Andrés Bello”, 
Revista de sociología, n.º 5, 1990, p. 54.
3 Ibíd., p. 64.
4 Ibíd., p. 58.
5 Ibíd.
6 Ibíd., p. 62.
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presentes también en su codificación. Así las cosas, “adoptó con un arrimo 
de originalidad –como sostiene Corral Talciani– […] las normas del Code, 
al establecer y regular una idea de familia jerarquizada, basada en el poder 
del hombre sobre la mujer y los hijos”7. Consideró, y así lo estableció, que la 
jefatura debía residir en una sola persona, evitando conflictos en el interior 
de la familia; por tradición, era socialmente aceptado en América que dicha 
autoridad la ejerciera el hombre y no la mujer, y así se mantuvo en Colombia 
durante varias décadas.
Se puede advertir que Bello, como codificador, “hizo una síntesis entre la 
legislación castellana vigente y en la concepción de matrimonio institucional 
y burgués establecido por el Código Napoleónico”8.
Mantuvo la remisión a las normas canónicas en lo relacionado con los re- 
quisitos, celebración, nulidad y disolución del matrimonio. Estableció el régi-
men único de sociedad conyugal, utilizando de manera más clara las normas 
del derecho castellano que ya se aplicaban, y desechó el modelo francés en 
esta materia9. De igual manera, identificó títulos sobre testamentos y sobre 
derecho de desheredación, huellas de la ley romana; las fiducias y los fidei-
comisos, son huellas del derecho español. Reconoce el derecho francés en el 
libro sobre las personas10.
Ahora bien, el Código de Bello llegó a nuestro país en vigencia de la Cons-
titución de la República de la Nueva Granada de 1853 y no fue unánime su 
aplicación durante la Confederación Granadina (de 1858 a 1863) y los Estados 
Unidos de Colombia (de 1863 a 1886), sin ahondar en una revisión detallada. 
En cuanto a las relaciones entre cónyuges, estas son algunas de las diferencias 
más significativas11, merecedoras de destacarse, al margen de otras diferen-
cias en filiación y la clasificación de los hijos que generaban trato desigual en 
materia sucesoral12: 
7 hernán corral talciani, “La familia en los 150 años del Código Civil Chileno”, Revista 
Chilena de Derecho, vol. 32, n.º 3, 2005, p. 430.
8 Ibíd., p. 429.
9 Ibíd.
10 vidal muñoz, óp. cit., p. 64
11 Estas diferencias han sido extraídas de fernando hinestrosa, “El Código Civil de Bello 
en Colombia”, Revista de Derecho Privado, n.º 11, 2006.
12 Sobre el particular, véase J. rivera sierra, “La vigencia del Código Civil de Andrés Bello 
en el derecho de filiación”, supra, pp. 123 y ss.
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• El estado de Santander, primero en adoptar el Código chileno en Colom-
bia en 1858, estableció que el matrimonio se disolvía por muerte o por voluntad 
de uno de los cónyuges con dos excepciones13. De igual manera, se estable-
cieron normas discriminatorias en materia patrimonial entre los cónyuges.
• El estado de Cundinamarca, contrario al estado de Santander, estableció 
que el matrimonio no se disolvía sino por la muerte de uno de los cónyuges, 
no daba cabida al divorcio.
• El estado de Panamá estableció el divorcio, entendido como la rescisión 
legal del contrato de matrimonio, atendiendo a ciertas causales, dentro de las 
que se destaca el mutuo consentimiento de los cónyuges14.
• El estado de Antioquia estableció el divorcio como la suspensión de la 
vida en común de los casados, pero no disolvía el matrimonio.
• El estado de Bolívar consignó –como Panamá– el divorcio como la resci-
sión legal del contrato de matrimonio y estableció causales similares (adulterio 
de la mujer, amancebamiento del marido, mutuo consentimiento y abandono). 
Igualmente, estableció reglas para que el divorcio por mutuo consentimiento 
fuera válido.
En lo que refiera a aquellos territorios administrados directamente por el 
Gobierno Nacional, refiere Vélez que nuestro país “siguió el ejemplo de otras 
naciones hispanoamericanas y de los distintos Estados colombianos”15, así, 
mediante la Ley 84 de 1873, los Estados Unidos de Colombia adoptaron como 
Código Civil de la Unión, en opinión del profesor Hinestrosa, una versión 
bastante próxima al Código original de Bello16, aunque con modificaciones, 
como se expuso.
13 a) Si el varón es menor de veinticinco y la mujer menor de veintiún años, y b) cuando no 
han transcurrido al menos dos años de matrimonio.
14 Esta causal de divorcio tenía cinco excepciones: la edad de los cónyuges; no haber trans-
currido al menos dos años de matrimonio; haber transcurrido más de veinte años de 
matrimonio; tener la cónyuge cuarenta años cumplidos; si los padres de los cónyuges o 
un concejo de familia no convienen en que el divorcio se efectúe.
15 fernando vélez, Datos para la historia del derecho nacional, Medellín: Imprenta del 
Departamento, 1981, p. 84. Disponible en: https://archive.org/details/datosparalahis-
t00vlgoog/page/n138.
16 hinestrosa, “Hacia un derecho de familia del siglo xxi”, Revista de Derecho Privado, n.º 
4, 1998-1999, p. 9.
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Este Código Civil de la Unión coincidía con el Código Civil del estado de 
Cundinamarca en lo que tiene que ver con el régimen jurídico de la pareja, por 
cuanto estableció que el divorcio no disolvía el matrimonio, situación que fue 
recogida posteriormente cuando Colombia se consolidó como República con 
la Constitución de 1886, mediante la adopción del Código Civil de la Unión 
para todo el país por medio de la Ley 57 de 1887[17] en su artículo 1.º[18].
De 1887 a 1991, en derecho de familia, dejando a un lado las reformas en 
materia de filiación, estas han sido algunas de las más significativas. Algunas 
de ellas se retoman más adelante:
• Las leyes 57 y 153 de 1887[19], como se mencionó, establecieron que 
el divorcio no disolvía el matrimonio, la versión original del artículo 153[20] 
del Código establecía: “El divorcio no disuelve el matrimonio, pero suspende 
la vida común de los casados”. De igual modo, eliminaron el registro civil del 
Estado y adoptaron como prueba principal del estado civil de las personas las 
partidas eclesiásticas.
• La Ley 8.ª de 1922[21] introdujo en Colombia la acción de mera separa-
ción de bienes por hechos imputables al marido, como la disipación y el juego 
habitual.
• La Ley 54 de 1924[22], también conocida como la Ley Concha23, resultado 
de un acuerdo con la Santa Sede, permitió el matrimonio civil a los católicos 
que, por escrito, con el lleno de requisitos, declararan haberse separado de 
17 Sobre la adopción de códigos y unificación de la legislación nacional. Diario Oficial, n.º 
7151, 28 de agosto de 1887.
18 Regirán en la República, noventa días después de la publicación de esta ley, con las con-
diciones y reformas de que ella trata, los códigos siguientes: “El Civil de la Nación, san-
cionado el 26 de mayo de 1873”.
19 Que adiciona y reforma los códigos nacionales, la Ley 61 de 1886 y la Ley 57 de 1887. 
Diario Oficial, n.º 7151, 28 de agosto de 1887.
20 Derogado por el artículo 3.º de la Ley 1.º de 1976.
21 Por la cual se adiciona el Código Civil. Diario Oficial, n.º 18130, 23 de febrero de 1922.
22 Por la cual se aclara la legislación existente sobre matrimonio civil. Diario Oficial, n.º 
19773, 11 de diciembre de 1924.
23 Se le llamó así por cuanto el ministro plenipotenciario de Colombia ante la Santa Sede 
fue José Vicente Concha.
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la Iglesia y no profesar la fe católica, lo que en la doctrina se conoció como 
matrimonio civil de los apostatas24.
• La Ley 67 de 1930[25] estableció que la mujer divorciada recobra su plena 
capacidad legal, aclarando el artículo 165 del Código Civil, que establecía que 
“la mujer divorciada administra con independencia del marido los bienes que ha 
sacado del poder de este, o que después del divorcio ha adquirido”.
• La Ley 70 de 1931[26] autorizó y reglamentó la constitución de patrimonio 
de familia no embargable.
• La Ley 28 de 1932[27] reconoció a la mujer la capacidad de administrar, 
usufructuar y disponer de sus bienes, eliminando la representación del marido.
• La Ley 92 de 1938[28] reguló el registro del estado civil de las personas, 
asignó esta función registral a los notarios, alcaldes y cónsules; estableció que 
solo se tendrían como pruebas principales del estado civil los documentos 
emanados por estos, y las partidas eclesiásticas serían tenidas como pruebas 
supletorias. Situación que ha sido ampliamente analizada por la Sala de Ca-
sación Civil de la Corte Suprema de Justicia29.
• La Ley 75 de 1968[30] reformó la filiación en Colombia y creó el Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar; dentro de sus normas reconoció que las 
mujeres pueden ser tutoras o curadoras en los mismos casos que los varones 
y se habilitan de edad por matrimonio, igual que estos.
• Con el nuevo Concordato de 1973, la Ley 20 de 1974 reconoció plenos 
efectos al matrimonio celebrado conforme a las normas del derecho canónico, 
y reconoció, en cabeza de la autoridad eclesiástica, la competencia para dirimir 
24 liborio restrepo uribe, “Matrimonio civil de los apóstatas de la fe católica”, Revista 
Facultad de Derecho y Ciencias Políticas, vol. 2, n.º 8, 1952, pp. 357-374.
25 Sobre reformas al Código Civil. Diario Oficial, n.º 21570, 18 de diciembre de 1930.
26 Que autoriza la constitución de patrimonios de familia no embargables. Diario Oficial, 
n.º 21706, 5 de junio de 1931.
27 Sobre reformas civiles (Régimen patrimonial en el matrimonio). Diario Oficial, n.º 22139, 
17 de agosto de 1932.
28 Por la cual se dictan algunas disposiciones sobre registro civil y cementerios. Diario Oficial, 
n.º 23803, 15 de junio de 1938.
29 Confróntese la sentencias del 25 de junio de 1937, G.J. n.º xlv; del 1.º de octubre de 2004, 
Rad. 1998-01175-01; y la sentencia del 13 de junio de 2014, Rad. 2002-00487-01, entre 
otras.
30 Por la cual se dictan normas sobre filiación y se crea el Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar. Diario Oficial, n.º 32682, 31 de diciembre de 1968.
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los conflictos relacionados con la nulidad, inexistencia e invalidez de los 
matrimonios celebrados por el rito católico. Situación que también ha sido 
analizada por la Sala de Casación Civil, y hasta nuestros días, sigue vigente31.
• Los decretos 2820 de 1974[32] y 772 de 1975[33] igualaron a hombres y 
mujeres dentro de su posición en la familia, concedieron a ambos cónyuges 
los poderes de dirección del hogar, la representación de los hijos menores de 
edad y el usufructo legal de los bienes de los hijos.
• La Ley 1.ª de 1976[34], restableció en Colombia que el divorcio judicial-
mente decretado disuelve el matrimonio; así mismo, modificó las causales de 
divorcio, que pasaron de ser cinco a ser nueve35, aunque algunas han sido de-
rogadas u otras se han ido incorporando. A su vez, permitió la separación de 
cuerpos de cualquier matrimonio por mutuo consentimiento otorgado ante 
juez, y determinó que en los casos de nulidad del matrimonio cuando respecto 
del hombre o de la mujer o de ambos estuviere subsistente el vínculo de un 
matrimonio anterior, no se forma sociedad conyugal.
• El Decreto 2668 de 1988[36] otorgó competencia a los notarios para la 
celebración de matrimonio civil.
31 Confróntese la sentencia del 30 de junio de 1927, CJ. xxxiv, reiterada en sentencias del 
8 de marzo de 1933, G.J. xli; la del 4 de octubre de 1976, G.J. clii; y la del 24 de octubre 
de 1983, G.J. clxxi.
32 Por el cual se otorgan iguales derechos y obligaciones a las mujeres y a los varones. Diario 
Oficial, n.º 34327, 2 de junio de 1975.
33 Por el cual se modifica el Decreto 2820 de 1974 y el Código Civil. Diario Oficial, n.º 34324, 
27 de mayo de 1975.
34 Por la cual se establece el divorcio en el matrimonio civil, se regulan la separación de 
cuerpos y de bienes en el matrimonio civil y en el canónico, y se modifican algunas dispo-
siciones de los Códigos Civil y de Procedimiento Civil en materia de derecho de familia. 
Diario Oficial, n.º 34492, 18 de febrero de 1976.
35 Salvo la causal 9.º, que decía “La condena privativa de la libertad personal, superior a cua-
tro años, por delito común, de uno de los cónyuges, que el juez que conozca del divorcio 
califique como atroz o infamante”. Esta causal no existe en la actualidad, fue sustituida 
por la Ley 25 de 1992, que estableció como causal novena de divorcio “El consentimiento 
de ambos cónyuges manifestado ante juez competente y reconocido por este mediante 
sentencia”. Las otras causales han tenido algunas modificaciones legislativas y jurispru-
denciales.
36 Por el cual se autoriza la celebración del matrimonio civil ante notario público. Diario 
Oficial, n.º 38631, 27 de diciembre de 1988.
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• En 1990 se expide la Ley 54[37], que incorporó el reconocimiento legal de 
la unión marital de hecho, la cual no es dable asimilar el concubinato, por cuan-
to la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia ha sostenido que:
El concubinato corresponde en Colombia a una institución claramente diferen-
ciada de la unión marital, de tal modo que puede definirse como unión de hecho 
no matrimonial de convivencia afectiva y común, libremente consentida y con 
contenido sexual, sin que, revista las características del matrimonio o de la unión 
marital, pero que supone continuidad, estabilidad, permanencia en la vida común 
y en las relaciones sexuales. Esta precisión es relevante porque el concubinato 
en otras latitudes, las más de las veces, cobija las uniones maritales de hecho, 
analogía que no resulta en la actualidad atendible en el derecho colombiano38.
A partir de 1991, con la nueva Carta Política, se estableció en el artículo 42 
constitucional, que “la familia es el núcleo fundamental de la sociedad. Se 
constituye por vínculos naturales o jurídicos, por la decisión libre de un 
hombre y una mujer de contraer matrimonio o por la voluntad responsable 
de conformarla”, y esto, ha generado amplias interpretaciones jurispruden-
ciales de las que han emanado las grandes transformaciones en esta materia.
3 .  norma s  r e lat i va s  a  la  p rot e c c i n 
a l  pat r imon i o  d e  fam i l i a
¿El Código de Bello consagró figuras que garantizaban la protección patri-
monial de las familias? La respuesta es no. Según la doctrina, la protección al 
patrimonio familiar no es una figura propia de la codificación napoleónica, a 
pesar de algunos sostener que sus inicios se remontan al derecho hebreo39, al 
37 Por la cual se definen las uniones maritales de hecho y régimen patrimonial entre com-
pañeros permanentes. Diario Oficial, n.º 39615, 31 de diciembre de 1990.
38 Corte Suprema de Justicia, Sentencia C-8225 de 2016, M.P. Luis Armando Tolosa.
39 El profesor Miguel Lama, citando la opinión de Bureau, considera que el Homestead 
exemption se remonta al pueblo hebreo porque en el capítulo xxiv, versículo 6, del Deu-
teronomio se lee: “No se tomará en prenda el molino, ni la muela de piedra del molino, 
porque ello sería tomar en prenda la vida misma”. Es decir que se prohíbe dar en prenda 
el bien de trabajo –el molino o la muela del molino–, ya que esto puede condenar al deu-
dor a la miseria y al desamparo. Citado en Corte Constitucional de Colombia, Sentencia 
C-317 de 2010.
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derecho romano40, al derecho medieval español41 y a las figuras de la zadruga 
en Bulgaria y el mir de Rusia42. Sin embargo, la doctrina mayoritaria establece 
su origen en el derecho norteamericano con la figura del Homestead exemption, 
que durante el siglo xix empezó a convertirse en una figura de salvaguarda y 
protección a la vivienda familiar frente a los acreedores43; se promulgó en el 
estado de Texas mediante la ley del 26 de enero de 1839, que establecía que 
el domicilio de un ciudadano y su familia quedaba exento de ser embargado 
si se declaraba ante la autoridad44.
40 Algunos autores sostienen que en la primitiva Roma se entregaban a los pater familia una 
porción de tierra para que establecieran su morada, en donde vivía con su esposa, hijos y 
esclavos, sobre los que ejercía pleno dominio; igualmente establecía su rebaño y el resto 
de la tierra dedicada al cultivo, esta figura es conocida como heredum”. b. aguilar lla-
nos, “Patrimonio familiar”, Revista Âmbito Jurídico, n.º 21, 2005. Disponible en: http://
www.ambitojuridico.com.br/site/index.php?n_link=revista_artigos_leitura&artigo_
id=667&revista_caderno=14. Sin embargo, otros autores afirman que “A diferencia de 
la mayoría de los institutos jurídicos de derecho privado, el ‘bien de familia’ no se origina 
en el derecho romano”. Dicho autor considera que el antecedente de la figura se da con la 
ley del 26 de enero de 1839 de Homestead exemption en Texas. carlos germán pantoja 
murillo, “La afectación del patrimonio familiar o bien de familia”, Revista Judicial, 
n.º 20, p. 6. Disponible en: http://www.poderjudicial.go.cr/escuelajudicial/DOCS/
revista%20judicial/RevJud89/05%20La%20afectaci%F3n%20del%20patrimonio%20
familiar.htm). Citado en: Corte Constitucional de Colombia, Sentencia C-317 de 2010.
41 En el Fuero Viejo de Castilla existe una figura parecida a la institución en estudio, en 
donde se instituyó el patrimonio de familia a favor de los campesinos. Dicho patrimonio 
estaba constituido por la casa, el huerto y la era, bienes que eran inembargables, así como 
las armas, el caballo y la acémila. Tomado de aguilar llanos, óp. cit.
42 Ibíd.
43 Ibíd.
44 El título de la ley de 26 de enero de 1839, era Homestead exemption law, y disponía: “From 
and after the passage of  this act, there shall be reserved to every citizen or head of  a family, 
in this republic, free and independent of  the power of  a writ of  fieri facias, or other execution 
issuing from any court of  competent jurisdiction whatever, fifty acres of  land or one town lot 
including his o her homestead, and improvements not exceeding five hundred dollars, in value, 
all household and kitchen furniture, provided it does not exceed in value two hundred dollars, all 
implements of  husbandry (provided they shall not exceed in value fifty dollars) all tools, 
apparatus and books belonging to the trade or profession of  any citizen, five cows, one yoke 
of  work oxen, or one horse, twenty hogs, and one year’s provisions; and all laws or parts of  
laws contravening or opposing the provision or this act, are hereby repealed. Provided the pas-
sage of  this act, shall not interfere with contraries between parties heretofore made”. Citado 
en josep ma. fugardo estivil, “La protección patrimonial familiar en el derecho 
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Bello, en su codificación, solamente estableció la lista de los bienes inem-
bargables que se excluyen de la prenda general de los acreedores; así, en el 
artículo 1677 del Código se encuentran, entre otros, “el lecho del deudor, el de 
su mujer, los de los hijos que viven con él y a sus expensas, y la ropa necesaria 
para el abrigo de todas estas personas”; con esto, el Código de Bello buscó 
garantizar la protección al “armazón donde las personas se acuestan”, según 
la definición de la palabra “lecho” dada por la Real Academia de la Lengua45, 
pero no se protegió el lugar donde habitaba la familia.
Esto llevó a que, en Colombia, en 1931 se expidiera la Ley 70 que autorizó 
la figura de patrimonios de familia no embargables, sustentándose, como dice en 
su exposición de motivos, en que
en muchos casos ocurre que el patrimonio de familias acaudaladas viene a menos, 
por negocios desgraciados o circunstancias excepcionales, y que los miembros 
de ellas después de haber disfrutado de alguna holgura, se ven sometidos a apre-
miantes necesidades, lo que viene a crear un problema social de difícil y lenta 
solución. Lo propio puede ocurrir en las familias de clase media y obrera respecto 
de las cuales el proyecto de que nos ocupamos puede constituir un estímulo para 
el ahorro y el trabajo fecundo46.
Hubo un sector que se opuso a fijar la cuantía de 10.000 pesos como tope 
máximo del valor de los bienes cobijados por la figura, por cuanto consideró 
que dicho monto era una forma de generar perjuicios a los acreedores47, a 
propósito de la mencionada prenda general, consagrada en el artículo 2488 
del Código Civil, que dispone: “Toda obligación personal da al acreedor el de- 
recho de perseguir su ejecución sobre todos los bienes raíces o muebles del 
argentino: el ‘bien de familia’”, La Notaría - Boletín, n.º 28, Barcelona: Collegi de Notaris 
de Catalunya, 2006, p. 18.
45 Real Academia de la Lengua. Disponible en: https://dle.rae.es/?id=N39zGb6.
46 Diario Oficial, n.º 21706, 5 de junio de 1931.
47 “[…] si se eleva a diez mil pesos el patrimonio de familia no se protege la miseria sino se 
causaría grave perjuicio a terceros, porque el propietario de una finca de diez mil pesos 
está en condiciones de considerarlo como hombre acomodado que debe cumplir sus 
compromisos, y no burlar a sus acreedores para quienes el patrimonio del deudor, como 
lo enseña el Código Civil, son la garantía de las acreencias, contraídas por el mismo deu-
dor”. Ibíd., p. 206.
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deudor, sean presentes o futuros, exceptuándose solamente los no embarga-
bles designados en el artículo 1677”.
Esta figura estuvo en desuso por más de tres décadas dada la desactualiza-
ción del monto límite frente al incremento del valor inmobiliario en Colom-
bia; solo era aplicable entonces a la llamada vivienda de interés social48 por no 
tener límite en su cuantía.
Hoy día, el monto fue actualizado por la Ley 495 de 1999[49], que fijó como 
tope máximo 250 smlmv. Este monto límite no opera para viviendas de interés 
social50, ni para vivienda adquirida por padre o madre cabeza de familia51, ni 
para bienes adquiridos dentro de ley de financiamiento cuando el valor del 
crédito supera el 50% del valor del inmueble52.
Inicialmente se consagró que podían hacer uso de esta figura: a) una familia 
compuesta por un hombre y una mujer mediante matrimonio, o por compañe-
ro o compañera permanente y los hijos de estos y aquellos menores de edad; 
o b) de una familia compuesta únicamente por un hombre o mujer mediante 
matrimonio, o por compañero o compañera permanente53. Sin embargo, en 
jurisprudencia reciente, se ha entendido que no solo la familia compuesta por 
parejas heterosexuales u homosexuales con o sin hijos menores de edad pue-
den hace uso de la figura, sino que se hizo extensible a la familia de crianza y 
a la llamada familia unipersonal, entendida como aquella conformada por una 
sola persona que ha decidido formar su hogar en solitario, a la que también se 
le extiende el concepto de familia54.
El propietario puede enajenar el patrimonio de familia o cancelar la ins-
cripción por otra que haga entrar el bien a su patrimonio particular sometido 
al derecho común; pero si es casado o tiene hijos menores de edad, deberá 
solicitar el consentimiento de su cónyuge o compañero permanente, o el 
48 Ley 91 de 1936, artículo 1.
49 Por medio de la cual se modifica el artículo 3.º, 4.º (literal A y B) 8.º y 9.º de la Ley 70 de 
1931 y se dictan otras disposiciones afines sobre constitución voluntaria de patrimonio 
de familia. Diario Oficial, n.º 43499, 11 de febrero de 1999.
50 Ley 9.ª de 1989.
51 Ley 861 de 2003.
52 Ley 546 de 1999, artículo 22.
53 Artículo 4.º de la Ley 70 de 1931, modificado parcialmente por el artículo 2.º de la Ley 
495 de 1999.
54 Corte Constitucional, Sentencia C-107 de 2017.
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consentimiento de los hijos a través de curador55. En el mismo sentido, se 
necesitará de intervención judicial: a) en caso de expropiación por causa de 
utilidad pública, si entre los beneficiarios hubiere menores de edad, donde 
deberá dictar medidas conservatorias del producto de la expropiación mien-
tras se invierte en la constitución de otro patrimonio de familia; y b) en caso 
de sustitución de un patrimonio por otro.
El patrimonio de familia subsiste después de la disolución del matrimo-
nio, a favor del cónyuge sobreviviente, aun cuando no tenga hijos. Fallecidos 
los cónyuges, subsiste el patrimonio de familia si hay hijos menores de edad. 
Finalmente, el cónyuge o compañero(a) permanente sobreviviente, si no hay 
herederos menores de edad, puede reclamar para sí la adjudicación del patri-
monio de familia para conservarlo con ese carácter, con la obligación de pagar 
a dichos herederos la parte que les corresponda, sobre el avalúo que se fije56.
Ahora bien, la Carta Constitucional de 1991 fue garantista de la familia co- 
mo núcleo esencial de la sociedad y extendió la protección no solo a la familia 
como institución, sino también a cada uno de sus miembros, consagrando en 
el inciso segundo del artículo 42 que “la ley podrá determinar el patrimonio 
familiar inalienable e inembargable”. Dentro de esta prescripción constitucio-
nal, la única figura legal que existía, creada para tal fin, era el patrimonio de fa-
milia inembargable, figura en desuso por el monto límite para su constitución.
En consideración a que la Ley 28 de 1932 había consagrado una libertad 
por parte de los cónyuges en la administración de los bienes durante la vi-
gencia de la sociedad conyugal, se expide en 1996 la Ley 258[57], llamada ley 
de afectación a vivienda familiar,
cuyo objetivo esencial es la protección del patrimonio familiar en aras de garanti-
zar a los miembros de la familia bienestar, estabilidad y condiciones básicas para 
una vida digna, brindando al cónyuge o compañero no propietario un mecanismo 
que le permita participar en los actos de disposición del inmueble destinado a 
vivienda familiar, sea esta rural o urbana58.
55 Entendido como aquel cargo que desempeña una persona natural a favor de personas 
con discapacidad mental para representarla legalmente y administrar su patrimonio, en 
los términos de la Ley 1306 de 2009.
56 Artículos 21 y ss. de la Ley 70 de 1931.
57 Diario Oficial, n.º 42692, 18 de enero de 1996.
58 Superintendencia de Notariado y Registro, Instrucción Administrativa n.º 9 de 1999. 
Disponible en: http://www.minjusticia.gov.co/portals/0/MJD/docs/pdf/instruc-
cion_superregistro_0009_1999.pdf.
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En otros términos, la intención de esta ley fue limitar la libertad de ad-
ministración de los bienes a los cónyuges en lo que concierne a la vivienda 
familiar. Así pues, los inmuebles afectados a vivienda familiar solo podrán 
enajenarse o constituirse gravamen u otro derecho real sobre ellos con el 
consentimiento libre de ambos cónyuges, el cual se entenderá expresado con 
su firma59, de ahí que se conozca como ley de la doble firma.
El inmueble destinado a la vivienda de la familia se constituye entonces 
en inembargable sin importar el monto de su valor comercial. Opera por mi-
nisterio de la ley. El notario, para el otorgamiento de toda escritura pública 
de enajenación o constitución de gravamen o derechos reales sobre un bien 
inmueble destinado a vivienda, indagará al propietario del inmueble acerca 
de si tiene vigente sociedad conyugal, matrimonio o unión marital de hecho, 
y este deberá declarar, bajo la gravedad del juramento, si dicho inmueble está 
afectado a vivienda familiar; salvo cuando ambos cónyuges o compañeros 
permanentes acudan a firmar la escritura.
En igual sentido, se indagará al comprador y podrá no afectarse el bien si 
la persona posee otro bien inmueble afectado a vivienda familiar. Sin embargo, 
en ejercicio de la autonomía de la voluntad, los cónyuges o compañeros per-
manentes, de común acuerdo, pueden declarar que no someten el inmueble 
a la afectación de vivienda familiar. Amén de lo anterior, establece la ley que 
quedan viciados de nulidad absoluta los actos jurídicos que desconozcan la 
afectación a vivienda familiar.
Con la regulación consagrada en la Ley 854 de 2003[60], se amplía la men-
cionada afectación ya no solamente entre cónyuges sino entre compañeros 
permanentes y a hijos menores de edad en caso de muerte de alguno de sus 
progenitores, hasta que lleguen a la mayoría de edad, momento en el cual se 
extingue de pleno de derecho. Esto hace que sea también una ley de protec-
ción del patrimonio familiar.
Con relación al levantamiento de la afectación, puede ser solicitado en 
cualquier momento por ambos cónyuges o compañeros permanentes, de co-
mún acuerdo, mediante escritura pública. De igual manera, la solicitud podrá 
59 Artículo 3 de la Ley 258 de 1996.
60 Por medio de la cual se modifica el artículo 1.º y el parágrafo 2.º del artículo 4.º de la Ley 
258 de 1996, a fin de dar protección integral a la familia. Diario Oficial, n.º 45383, 26 de 
noviembre de 2003.
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presentarla solo uno de los miembros de la pareja, a través de procedimiento 
judicial en determinados eventos tales como: a) cuando exista otra vivienda 
habitada por la familia o se pruebe siquiera sumariamente que la habrá; b) 
cuando se decrete la expropiación del inmueble o el juez de ejecuciones fiscales 
declare la existencia de una obligación tributaria o contribución de carácter 
público61; c) cuando judicialmente se suspenda o prive de la patria potestad a 
uno de los cónyuges o compañeros permanentes; d) cuando judicialmente se 
declare la ausencia de cualquiera de los cónyuges o compañeros permanentes; 
e) cuando judicialmente se declare la incapacidad civil de uno de los cónyuges 
o compañeros permanentes62; f) cuando se disuelva la sociedad conyugal por 
cualquiera de las causas previstas en la ley; y g) por cualquier justo motivo 
apreciado por el juez de familia para levantar la afectación, a solicitud de uno 
de cónyuges o compañeros permanentes, del Ministerio Público o de un ter-
cero perjudicado o defraudado con la afectación.
Es importante resaltar, nuevamente, que ninguna de las anteriores figuras 
de protección al patrimonio familiar fue consagrada en el Código de Andrés 
Bello, son resultado de las necesidades de las familias colombianas.
4 .  e f e c to s  pat r imon i a l e s  d e r i vado s 
d e  la s  r e lac i on e s  d e  fam i l i a
4 . 1 .  d e  la s  r e lac i on e s  d e  pa r e j a
Con relación al matrimonio, Bello lo consagró como única forma de constituir fa-
milia aceptada legal y socialmente. Consagró la existencia de una sociedad con- 
yugal desde la celebración del vínculo y hasta la muerte de alguno de los 
cónyuges, sentencia de divorcio perpetuo o de separación total de bienes, o 
de nulidad del matrimonio63. A su vez, también consagró la posibilidad de 
61 En este evento, la Corte Constitucional señaló que la indemnización correspondiente no 
puede pagarse a la familia mediante bonos o documentos de deuda pública, sino en dinero, 
por igual valor al del inmueble expropiado, en su totalidad y de manera previa a cualquier 
acto que pretenda hacer efectiva la expropiación. Corte Constitucional, Sentencia C-192 
de 1998.
62 Entiendo dentro de las disposiciones de la Ley 1306 de 2009, en cuando a la interdicción 
por discapacidad mental absoluta o inhabilitación legal por discapacidad mental relativa.
63 Texto original del artículo 1820 del Código Civil.
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celebrar capitulaciones matrimoniales, circunscribiéndolas solamente a as-
pectos patrimoniales64.
Originalmente, la mujer, por el hecho del matrimonio, no tenía capacidad 
para representarse a sí misma ni a sus hijos, y mucho menos para administrar 
y/o disponer de los bienes de la sociedad conyugal, ni siquiera de sus bienes 
propios, que eran administrados por el cónyuge65. Para la disposición de los 
bienes propios de la cónyuge debía pedir autorización judicial, como medida 
de protección a la mujer, de actos abusivos de su esposo66.
En lo que tiene que ver con las capitulaciones matrimoniales67, entendi-
das como las convenciones que celebran los futuros esposos antes de contraer 
matrimonio, relativas a los bienes que aportan o excluyen de la futura sociedad 
conyugal y a las donaciones y concesiones que se quieren hacer, se mantienen 
las normas, salvo algunas facultades que eran solamente permitidas a la mu-
jer, como renunciar a gananciales, hoy se extendieron también al hombre68. 
64 “Artículo 1771. Se conocen con el nombre de capitulaciones matrimoniales las conven-
ciones que celebran los esposos antes de contraer matrimonio, relativas a los bienes que 
aportan a él, y a las donaciones y concesiones que se quieran hacer el uno al otro, de pre-
sente o futuro”.
65 “Artículo 1776 (Para la interpretación de este artículo debe tenerse en cuenta lo dispuesto 
por el artículo 1.º de la Ley 28 de 1932). Se puede estipular en las capitulaciones matri-
moniales que la mujer administrará una parte de sus bienes propios con independencia 
del marido; y en este caso se seguirán las reglas dadas en el título 9.º, capítulo 3.º, del libro 
1.º. Se podrá también estipular que la mujer dispondrá libremente de una determinada 
suma de dinero, o de una determinada pensión periódica, y este pacto surtirá los mismos 
efectos que la separación parcial de bienes; pero no será lícito a la mujer tomar prestado 
o comprar fiado sobre dicha suma o pensión”.
66 “Artículo 1810 (Derogado por la Ley 28 de 1932). No se podrán enajenar ni hipotecar los 
bienes raíces de la mujer, que el marido esté o pueda estar obligado a restituir en especie, 
sino con voluntad de la mujer y previo decreto de juez o de prefecto con conocimiento 
de causa. Podrá suplirse por el juez o prefecto el consentimiento de la mujer cuando esta 
se hallare imposibilitada de manifestar su voluntad. Las causas que justifiquen la enaje-
nación o hipotecación no serán otras que estas: 1.ª) Facultad concedida para ello en las 
capitulaciones matrimoniales; 2.ª) Necesidad o utilidad manifiesta de la mujer”.
67 Libro iv, título xxii, artículos 1771 y ss. del Código Civil.
68 Ley 28 de 1932.
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Otras disposiciones, como la escritura privada firmada ante testigos69, entró 
en desuso por cuanto la cuantía de mil pesos resulta inaplicable.
Debe decirse, el régimen de las capitulaciones del Código de Bello sigue 
vigente, los artículos 1771 a 1780 del Código no han sido modificados, salvo 
por la interpretación en igualdad de facultades para hombres y mujeres que de 
ellas debe hacerse, y la modificación expresa al artículo 1775[70] estableciendo 
que cualquiera de los cónyuges puede renunciar a gananciales, sin perjuicio de 
terceros. Un punto que sigue suscitando controversia en la doctrina, el artículo 
1784 del Código Civil, consagró que “A falta de pacto escrito se entenderá, por 
el mero hecho del matrimonio, contraída la sociedad conyugal con arreglo a 
las disposiciones de este título”, un sector de la doctrina ha interpretado que los 
afectos del matrimonio son de orden público y por ende en lo que tiene que 
ver con los efectos patrimoniales se remiten a la definición del artículo 1771[71], 
por lo cual no se puede en capitulaciones pactar un régimen de separación 
de bienes y excluir la sociedad conyugal. Sin embargo, la jurisprudencia ha 
abalado la posibilidad de excluir la sociedad conyugal al establecer que
a la libre y espontánea voluntad de los esposos queda, pues, pactar el régimen de 
bienes durante el matrimonio. Ellos tienen la opción de otorgar capitulaciones 
matrimoniales o de someterse, en caso contrario, al régimen legal de sociedad 
conyugal. Entre uno y otro camino[s], son los futuros cónyuges quienes pueden 
hacer la elección. […] en el sistema legal colombiano, el que los desposados no 
hayan otorgado capitulaciones matrimoniales, es suceso que comporta tácita 
aceptación del régimen legal de bienes en el matrimonio72.
69 “Artículo 1772. Las capitulaciones matrimoniales se otorgarán por escritura pública; pero 
cuando no ascienden a más de mil pesos los bienes aportados al matrimonio por ambos 
esposos juntamente, y en las capitulaciones matrimoniales no se constituyen derechos 
sobre bienes raíces, bastará que consten en escritura privada, firmada por las partes y por 
tres testigos domiciliados en el territorio. De otra manera no valdrán”.
70 “Artículo modificado por el artículo 61 del Decreto 2820 de 1974: Cualquiera de los cón-
yuges siempre que sea capaz, podrá renunciar a los gananciales que resulten a la disolución 
de la sociedad conyugal, sin perjuicio de terceros”.
71 “Se conocen con el nombre de capitulaciones matrimoniales las convenciones que cele-
bran los esposos antes de contraer matrimonio, relativas a los bienes que aportan a él, y a 
las donaciones y concesiones que se quieran hacer el uno al otro, de presente o futuro”.
72 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia del 1.º de agosto de 1979, 
M.P. Germán Giraldo Zuluaga, G.J. clix (i Parte).
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Al reconocerse desde la década de los noventa la unión marital de hecho 
como otra forma de constituir familia que también tiene efectos patrimonia-
les, como es la sociedad patrimonial entre compañeros permanentes, una vez 
declarada la unión marital, se aplican las mismas reglas de la sociedad con-
yugal –consagradas en el Código Civil73–, y por expresa remisión legal se da 
la posibilidad de firmar capitulaciones maritales en los mismos términos que 
las matrimoniales74.
Respecto de la administración de la sociedad conyugal, sí surgieron 
cambios a partir de la primera mitad del siglo xx. Inicialmente, a través de la 
Ley 8.º de 1922, se le autoriza a la mujer la administración y uso libre, mas 
no disposición, de bienes que haya dispuesto en las capitulaciones matrimo-
niales y los de su exclusivo uso personal, y en caso de divorcio –que no era 
sino la simple separación de cuerpos– cuando era por causa de adulterio de la 
mujer, el marido seguía administrando los bienes en los que ella conserva el 
usufructo, y una cuarta parte de su usufructo era para el pago de obligaciones 
alimentarias con los hijos75.
Para ese momento, diferentes ordenamientos jurídicos ya habían avanzado 
en el reconocimiento de la capacidad de la mujer casada en su representación 
y administración de sus bienes. Fue así como después de varios esfuerzos se 
expidió en Colombia la Ley 28 de 1932, que eliminó la concepción autorita-
ria y jerárquica del cónyuge respecto de la administración de los bienes de la 
sociedad conyugal y la representación de la esposa, consagró la libre admi-
nistración y disposición de los bienes a ambos cónyuges, y estableció la obli-
gación de sostenimiento de los hijos en cabeza de ambos padres atendiendo 
a su capacidad económica. También consagró una responsabilidad solidaria 
frente a terceros por deudas para el sostenimiento del hogar y de los hijos.
Ahora, reconocida la unión marital de hecho entre parejas que llevan a 
cabo una comunidad de vida de manera permanente y singular, y para efec-
tos patrimoniales, con el cumplimiento de otros requisitos adicionales, como 
la permanencia por un período de convivencia no inferior a dos años y la no 
existencia de sociedad conyugal anterior vigente en cabeza de alguno de los 
compañeros, el legislador colombiano otorgó a estas uniones consecuencias 
73 Artículo 7 de la Ley 54 de 1990.
74 Artículo 7 de la Ley 54 de 1990 y artículo 37 de la Ley 962 de 2005.
75 Artículo 5 de la Ley 8.º de 1922.
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patrimoniales derivadas de su convivencia, creando la sociedad patrimonial 
entre compañeros permanentes, a la cual, como ya se dijo, se le aplican las 
mismas reglas consagradas para la sociedad conyugal, que, dicho sea de paso, 
no han sufrido considerables transformaciones.
En lo que corresponde a la conformación del haber propio, absoluto y 
relativo de la sociedad conyugal y patrimonial76, así como el régimen de re-
compensas, subrogaciones, gananciales, distracción y ocultación de bienes, 
se mantienen las normas sustanciales consagradas por Bello, haciendo la 
salvedad que todas deben ser leídas en principio de igualdad de derechos y 
obligaciones entre hombres y mujeres, y a su vez aplicables también a parejas 
del mismo sexo. En ese orden, las disposiciones contenidas en los artículos 
1805 a 1813, relativas a la administración ordinaria de la sociedad conyugal 
en cabeza exclusiva del hombre, fueron derogadas por la Ley 28 de 1932, y 
el Decreto 2820 de 1974[77] modificó los artículos 1775[78], 1796[79], 1800[80] 
y 1837[81]. En cuanto al procedimiento para la disolución y liquidación de la 
sociedad conyugal o patrimonial, las normas de Bello fueron derogadas por 
los diferentes estatutos procesales que rigieron en el país. En la actualidad, su 
trámite se somete al proceso liquidatario, establecido en el Código General del 
Proceso –Ley 1564 de 2012–, libro iii, sección tercera, título ii, sin perjuicio 
del mutuo acuerdo ante notario o ante conciliador autorizado por la ley.
4 . 2 .  d e  la s  r e lac i on e s  pat e rno - f i l i a l e s
Como se mencionó, la autoridad y jerarquía exclusiva del marido se extendió 
también a la representación y administración de los bienes de los hijos, situa-
ción que se modificó por cuanto el ejercicio de esta potestad fue otorgado de 
manera igualitaria a ambos padres mediante la Ley 75 de 1968[82]. Respecto 
76 Libro iv, título xxii, capítulo ii, artículos 1781 a 1848 del Código Civil.
77 Por el cual se otorgan iguales derechos y obligaciones a las mujeres y a los varones. Diario 
Oficial, n.º 34327, 2 de junio de 1975.
78 Renuncia a gananciales.
79 Deudas de la sociedad conyugal.
80 Expensas imputables a gananciales.
81 Renuncia a gananciales por incapaz.
82 “Artículo 19 (Modifica el artículo 288 del Código Civil). La patria potestad es el conjunto 
de derechos que la ley reconoce a los padres sobre sus hijos no emancipados, para facilitar 
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de la administración y usufructo de los bienes de los hijos, esto es, respecto del 
peculio profesional83, adventicio ordinario84 y extraordinario85, se mantienen 
las mismas reglas del Código Civil. Establecía el Código que dicha administra-
ción la ejercería el padre, situación que fue modificada por el Decreto 2820 de 
1974, otorgando dicha administración a ambos padres. Sin embargo, las reglas 
de Bello siguen vigentes: a) los padres administran los bienes del hijo sobre 
los cuales la ley les concede el usufructo. Carecen conjunta o separadamente 
de esta administración respecto de los bienes donados, heredados o legados 
bajo esta condición86; b) la condición de no administrar el padre o la madre 
o ambos, impuesta por el donante o testador, no les priva del usufructo, ni la 
que los priva del usufructo les quita la administración, a menos de expresarse 
lo uno y lo otro por el donante o testador87; y c) no teniendo los padres la ad-
ministración de todo o parte del peculio adventicio ordinario o extraordinario, 
a aquéllos el cumplimiento de los deberes que su calidad les impone. Corresponde a los 
padres, conjuntamente, el ejercicio de la patria potestad sobre sus hijos. A falta de uno de 
los padres, la ejercerá el otro. Los hijos no emancipados son hijos de familia, y el padre o 
madre con relación a ellos, padre o madre de familia”.
83 “Artículo 294. El hijo de familia se mirará como emancipado y habilitado de edad para la 
administración y goce de su peculio profesional o industrial (La Ley 27 de 1977, estableció 
la mayoría de edad a los 18 años, El artículo 340 del Código Civil otorgaba la habilitación 
de edad a partir de los 18 años; en este sentido quedó derogada la habilitación de edad)”.
84 Artículo 291. (Modificado por el artículo 26 del Decreto 2820 de 1974). El padre y la 
madre gozan por iguales partes del usufructo de todos los bienes de los hijos de familia, 
exceptuados:
 - El de los bienes adquiridos por el hijo como fruto de su trabajo o industria, los cuales 
forman su peculio profesional o industrial.
 - El de los bienes adquiridos por el hijo a título de donación, herencia o legado, cuando el 
donante o testador haya dispuesto expresamente que el usufructo de tales bienes corres-
ponda al hijo y no a los padres; si solo uno de los padres fuere excluido, corresponderá el 
usufructo al otro.
 - El de las herencias y legados que hayan pasado al hijo por indignidad o desheredamiento 
de uno de sus padres, caso en el cual corresponderá exclusivamente al otro.
 Los bienes sobre los cuales los titulares de la patria potestad tienen el usufructo legal, 
forman el peculio adventicio ordinario del hijo”.
85 “Artículo 291 (Modificado por el artículo 26 del Decreto 2820 de 1974). […] aquellos 
sobre los cuales ninguno de los padres tiene el usufructo, forman el peculio adventicio 
extraordinario”.
86 Artículo 291 del Código Civil.
87 Artículo 296, ibíd.
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se dará al hijo un curador para esta administración, pero quitada a los padres 
la administración de aquellos bienes del hijo en que la ley les da el usufructo, 
no dejarán por esto de tener derecho a los frutos líquidos, deducidos los gastos 
de administración88.
La Ley 1306 de 2009[89], por medio de la cual “se dictan normas para la 
protección de personas con discapacidad mental y se establece el régimen de 
la representación legal de incapaces emancipados”, derogó las normas del 
título xxii del libro i del Código Civil, llamado “de las tutelas y curadurías 
en general”90.
Esta nueva legislación introdujo un cambio significativo en la administra-
ción de los bienes. En tratándose de la curaduría, si el patrimonio productivo 
del pupilo asciende a más de 500 smlmv91 o siendo inferior el juez lo estime 
necesario, la administración de ese patrimonio estará a cargo de un administra-
dor fiduciario que se ejercerá por las sociedades fiduciarias legalmente autori-
zadas para ello92, excluyéndose de dicha administración los bienes personales 
del pupilo, su vivienda y el menaje doméstico93. Igualmente, el testador podrá 
designar una fiduciaria para cumplir el encargo, de no hacerlo, la designará el 
juez, pero si el patrimonio del pupilo supera los 1.000 smlmv la designación 
deberá hacerse a través de licitación pública que deberá adelantarla el icbf94. 
El juez podrá ordenar licitación cuando la complejidad de los negocios del 
pupilo lo amerite sin cumplir el requisito de la cuantía.
Este patrimonio se regirá por las normas mercantiles de los patrimonios 
autónomos. Los familiares que por ley tienen el deber de promover la inter-
dicción de la persona con discapacidad mental absoluta podrán solicitar al 
juez que los bienes productivos de este no sean entregados en fiducia, sino 
que queden bajo la responsabilidad administrativa del curador. Se contempló 
88 Artículo 300, ibíd.
89 Diario Oficial, n.º 47371, 5 de junio de 2009.
90 Artículos 428 a 632 del Código Civil.
91 Para 2019, dicho monto de salarios mínimos legales mensuales (smlmv) equivalentes a 
$414.058.000.
92 Artículo 57 de la Ley 1306 de 2009.
93 Artículo 58, ibíd.
94 Artículo 70, ibíd.
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igualmente la figura del consejero95 para guiar, asistir y complementar la ca-
pacidad jurídica en los negocios para los que la persona ha sido inhabilitada. 
De igual manera, se establecieron los administradores, aquellos nombrados 
para manejar los bienes de un menor o mayor de edad con discapacidad mental 
absoluta, sometidos a patria potestad pero que, por las razones expuestas en 
la ley96, sus padres no ejercen la administración de sus bienes.
Respecto de la protección de los bienes de menores de edad, el hoy lla-
mado derecho de la infancia o derecho de la niñez reconoce a los menores de 
edad como sujetos titulares de derechos y no como objetos de protección97, 
como venían siendo tratados por la ley y por el Código de Bello. En lo que 
tiene que ver con su patrimonio, pueden acudir directamente para que, a 
través del defensor de familia del icbf, se lleven a cabo las acciones de protec-
ción al mismo y no dependa del ejercicio de la patria potestad98. Así mismo, 
cualquier persona, en aras del interés superior del menor, puede poner en 
conocimiento de la autoridad competente cualquier situación que amenace 
o vulnere el patrimonio del menor, para que el defensor de familia inicie las 
acciones correspondientes.
Otro tema concerniente a las relaciones patrimoniales entre padres e hijos 
es lo atinente al inventario solemne de los bienes de un menor de edad cuando 
su padre o madre van a contraer matrimonio o a conformar unión marital de 
hecho99. En esencia, la figura conserva su finalidad inicial: la protección del 
patrimonio de los hijos evitando que se confunda con el patrimonio de la fu-
tura sociedad conyugal o sociedad patrimonial que contraiga uno sus padres 
y, la consecuencia de su no realización no invalida el vínculo matrimonial o 
95 Puede ser designado por el testador o por el juez, así como sus suplentes, no hay lugar a 
consejeros simultáneos.
96 Artículo 59, ibíd.
97 Artículos 1.º, 2.º y 3.º de la Ley 1098 de 2006.
98 Numeral 16 del artículo 20, ibíd.
99 “Artículo 169 (modificado por el artículo 5.º del Decreto 2820 de 1974). La persona que, 
teniendo hijos bajo su patria potestad, o bajo su tutela o curatela, quisiere casarse, deberá 
proceder al inventario solemne de los bienes que esté administrando. Para la confección 
de este inventario se dará a dichos hijos un curador especial”.
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marital del padre o la madre, pero sí pone en entredicho su diligencia en la 
administración del patrimonio del hijo, la cual puede ser removida100.
Sin embargo, la forma en que se consagró en el Código Civil (artículo 169) 
solo establecía que fuese el hombre quien contrajera segundas nupcias luego 
de enviudar, y se debía hacer inventario de los bienes de los hijos que el padre 
estuviese administrando e integrasen la herencia dejada por la madre, en 1974 
se modificó y se extendió la mencionada obligación a la madre que también 
fuese a contraer nuevas nupcias101. Posteriormente, en 2000, la jurisprudencia 
constitucional estableció que el inventario solemne de bienes debe realizarlo 
el padre o madre que administre bienes de sus hijos sometidos a patria po-
testad, bien sea para casarse (sin importar si es la primera o segunda vez) o 
para conformar una unión marital con el propósito de formar una familia102.
Desde 2015[103] se autorizó la realización de este inventario a través de 
notario público104, y se dio a estos la facultad de designar curadores de la lis-
ta de auxiliares de la justicia; esta solicitud debe presentarse ante el notario 
100 “Artículo 171. (Modificado por el artículo 7.º del Decreto 2820 de 1974). El juez se abs-
tendrá de autorizar el matrimonio hasta cuando la persona que pretenda contraer nuevas 
nupcias le presente copia auténtica de la providencia por la cual se designó curador a los 
hijos, del auto que le discernió el cargo y del inventario de los bienes de los menores. No 
se requerirá de lo anterior si se prueba sumariamente que dicha persona no tiene hijos, o 
que éstos son capaces. La violación de lo dispuesto en este artículo ocasionará la pérdida 
del usufructo legal de los bienes de los hijos y multa de $10.000.00 al funcionario. Dicha 
multa se decretará a petición de cualquier persona, del ministerio público, del defensor 
de menores o de la familia, con destino al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar.
 Artículo 172. (Modificado por el artículo 8.º del Decreto 2820 de 1974). La persona que 
hubiere administrado con culpa grave o dolo, los bienes del hijo, perderá el usufructo 
legal y el derecho a sucederle como legitimario o como heredero abintestato”.
101 Artículo 5.º.
102 Corte Constitucional, Sentencia C-289 del 15 de marzo de 2000.
103 Decreto 1664 de 2015, por el cual se adiciona y se derogan algunos artículos del Decreto 
número 1069 de 2015, Decreto Único Reglamentario del Sector Justicia y del Derecho y 
se reglamentan los artículos 487 parágrafo y 617 de la Ley 1564 de 2012. Diario Oficial, 
n.º 49610, 20 de agosto de 2015.
104 Artículo 2.2.6.15.2.3.1. Sin perjuicio de la competencia judicial, quien, teniendo hijos 
menores de edad bajo patria potestad o mayores incapaces, pretenda contraer matrimonio 
civil, declarar la existencia de su unión marital de hecho o de su sociedad patrimonial de 
hecho, con persona diferente al otro progenitor del menor o mayores incapaces, deberá 
presentar el inventario solemne de bienes cuando los esté administrando, o una decla-
ración de inexistencia de estos, según las reglas establecidas en este capítulo.
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del círculo donde vayan a contraer matrimonio, declarar la unión marital de 
hecho o sociedad patrimonial de hecho, o ante el notario del domicilio del 
solicitante, y se entiende formulada bajo la gravedad del juramento; debe 
contener, entre otros requisitos: a) la relación de los bienes que estén siendo 
administrados, con indicación de estos y lo que se pretende, si se trata de bien 
o bienes inmuebles identificándolos por su ubicación, dirección, número de 
matrícula inmobiliaria y cédula catastral. Los demás bienes se determinarán 
por su cantidad, calidad, peso o medida, o se identificarán según fuere el caso; 
b) declaración expresa del valor catastral del bien o de los bienes inmuebles. 
Si versa sobre bienes muebles, el valor estimado de los bienes inventariados.
Aprobado el inventario, el notario procederá a extender la escritura pú-
blica y tendrán una vigencia de 6 meses. Lo anterior trajo como consecuencia 
que el ejercicio de la figura ante el juez, como lo ordenaba el Código de Bello, 
cayera en desuso.
4 . 3 .  d e  la  s u c e s i n  po r  c au s a  d e  mu e rt e  y 
la  pa rt i c i n  d e l  pat r imon i o  en  v i da
Finalmente, en tema de sucesiones, como se mencionó, don Andrés Bello se 
inspiró en el derecho romano e inglés105, consagrando la sucesión por causa de 
muerte como un modo de adquirir el dominio de las cosas, reguló la sucesión 
intestada y testada, señaló reglas para otorgar testamento y para las asignacio-
nes forzosas, los órdenes sucesorales, la representación, la transmisión y los 
acervos imaginarios, y estableció causales de indignidad y desheredamiento106.
La sucesión abintestato se modificó en 1982 con la Ley 29[107], que inte-
gró en el cuarto orden sucesoral a los sobrinos108 y en el quinto orden ya no al 
105 vidal muñoz, óp. cit., p. 64.
106 Libro iii, artículos 1008 a 1442 del Código Civil.
107 Por la cual se otorga igualdad de derechos herenciales a los hijos legítimos, extrama-
trimoniales y adoptivos y se hacen los correspondientes ajustes a los diversos órdenes 
hereditarios. Diario Oficial, n.º 35961, 9 de marzo de 1982.
108 “Artículo 8.º (Modificó el artículo 1051): A falta de descendientes, ascendientes, hijos 
adoptivos, padres adoptantes, hermanos y cónyuges, suceden al difunto los hijos de sus 
hermanos”.
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fisco ni a la municipalidad del causante llamados a heredarlo, sino al icbf109. 
El ordenamiento sucesoral de Bello no fue modificado durante más de 100 
años, salvo en lo que tiene que ver con la igualdad y el tratamiento de los hijos.
Fue hasta 2012, con la entrada en vigor del Código General del Proceso, 
Ley 1564, que se creó la novedosa sucesión en vida o partición del patrimonio 
en vida, que otorga la facultad de disponer de los bienes en vida, mediante un 
proceso especial de sucesión, con la posibilidad de reservarse la administra-
ción y usufructo de los bienes hasta su muerte110. Esta figura vino a resolver 
conflictos relacionados con la transmisión de bienes a los hijos en vida, para lo 
cual se recurría a ventas simuladas, a ventas con reserva de usufructo, fiducias 
o constitución de sociedades comerciales.
De igual manera, el Decreto 1664 de 2015, en su artículo 2.2.6.15.2.11.1. 
y ss., reguló el procedimiento notarial de esta partición en vida. Es importante 
resaltar que el trámite notarial es posterior a la licencia judicial, se debe allegar 
copia con nota de ejecutoria de la sentencia que concede la licencia judicial 
de adjudicación, conferida con base en el trabajo de partición y la partición 
o adjudicación aprobada por el juez; la escritura pública que autoriza el no-
tario protocoliza las actuaciones surtidas ante el juzgado y, en tratándose de 
inmuebles, será el instrumento que se registrará en la Oficina de Registro e 
Instrumentos Públicos para la transmisión del derecho real.
La Corte Constitucional estudió una demanda de inconstitucionalidad 
en la que se estudiaron dos cargos contra la ley que autorizó la sucesión en 
vida, los cuales no prosperaron y se determinó su constitucionalidad por las 
siguientes razones111: a) la disposición guarda conexidad temática, sistémica 
y teleológica con el Código General del Proceso; b) la figura no desconoce el 
109 “Artículo 8.º (Modificó el artículo 1051): A falta de estos, el Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar”.
110 Parágrafo del artículo 487: “La partición del patrimonio que en vida espontáneamente 
quiera efectuar una persona para adjudicar todo o parte de sus bienes, con o sin reserva 
de usufructo o administración, deberá, previa licencia judicial, efectuarse mediante 
escritura pública, en la que también se respeten las asignaciones forzosas, los derechos 
de terceros y los gananciales. En el caso de estos será necesario el consentimiento del 
cónyuge o compañero. Los herederos, el cónyuge o compañero permanente y los terce-
ros que acrediten un interés legítimo, podrán solicitar su rescisión dentro de los dos (2) 
años siguientes a la fecha en que tuvieron o debieron tener conocimiento de la partición. 
Esta partición no requiere proceso de sucesión”.
111 Corte Constitucional, Sentencia C-683 del 10 de septiembre de 2014.
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derecho a la igualdad de los hijos que no hayan consolidado su relación paterno 
filial ni de los futuros terceros interesados que en el momento de la partición 
no tengan vocación hereditaria ni un derecho reconocido que proteger ya que 
es el vínculo jurídico o parental el que les otorga la potestad de participar en la 
misma; y c) la norma protege los derechos de las personas que demuestren un 
interés legítimo durante el proceso mediante la licencia judicial y, después de 
concluida la partición, mediante la solicitud de rescisión que constituye una 
garantía de los derechos de los interesados.
De otra parte, en 2018, la Ley 1893[112] modificó las causales de indig-
nidad sucesoral, contenidas en el artículo 1025 del Código Civil, e incluyó 
tres nuevas causales: el abandono afectivo o económico, salvo que el testador 
lo hubiese perdonado; la comisión de algún delito de violencia intrafamiliar 
contra el testador; y el abandono cuando el testador se encuentre con alguna 
discapacidad.
En el mismo año, mediante la Ley 1934[113] se eliminó la cuarta de me-
jores como asignación forzosa114, acrecentando a la mitad del patrimonio la 
libre disposición del testador115, situación que generó cambios en las dona-
ciones116, en los llamados acervos imaginarios117 y en la acción de reforma de 
112 Por medio de la cual se modifica el artículo 1025 del Código Civil. Diario Oficial, n.º 
50603, mayo de 2018.
113 Por medio de la cual se reforma y adiciona el Código Civil. Diario Oficial, n.º 50673, 2 
de agosto de 2018.
114 “Artículo 2.º (Modifica el artículo 1226). Asignaciones forzosas son: los alimentos que 
se deben por la ley a ciertas personas; la porción conyugal y las legítimas”.
115 “Artículo 4.º (Modifica el artículo 1242). Habiendo legitimarios, la mitad de los bienes, 
previas las deducciones de que habla el artículo 1016 y las agregaciones indicadas en los 
artículos 1243 a 1245, se dividen por cabezas o estirpes entre los respectivos legitimarios, 
según las reglas de la sucesión intestada; lo que cupiere a cada uno de esta división es 
su legítima rigurosa. La mitad de la masa de bienes restantes constituyen la porción de 
bienes de que el testador ha podido disponer a su arbitrio”.
116 “Artículo 5.º (Modifica el artículo 1244). Si el que tenía, a la sazón, legitimarios, hubiere 
hecho donaciones entre vivos a extraños, y el valor de todas ellas juntas excediere a la 
mitad de la suma formada por este valor y al del acervo imaginario, tendrán derecho los 
legitimarios para que este exceso se agregue también imaginariamente al acervo, para 
la computación de las legítimas”.
117 “Artículo 13 (Modifica el artículo 1257). La acumulación de lo que se ha donado irre-
vocablemente en razón de legítimas, para el cómputo prevenido por el artículo 1242 y 
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testamento118. El resto de las normas del Código de Bello, en materia suceso-
ral, se mantienen vigentes.
5 .  c onclu s i on e s
Del Código de Bello continúan vigentes numerosas normas en materia de 
familia. No obstante, en lo que tiene que ver con el concepto de familia, este 
ha sido modificado, sin vuelta atrás, dados los cambios que han surgido en los 
últimos años en la dinámica familiar. Ahora debemos dirigirnos a desarrollar 
aspectos como: a) el ejercicio de la autonomía de la voluntad, a propósito, por 
ejemplo, de pactos prematrimoniales o maritales en donde las partes puedan 
pactar los efectos económicos de su eventual ruptura; b) el desequilibrio eco-
nómico de la pareja después de la ruptura y, si hay lugar a compensaciones, 
esto, sin perjuicio de las garantías asistenciales en materia de alimentos; c) 
en la administración de los bienes de los hijos, consagrar unas normas que 
establezcan normas más expeditas y estrictas para garantizar la debida admi-
nistración y conservación del patrimonio, la rendición de cuentas y, en caso 
de negligencia, la responsabilidad por la indebida administración; d) como 
garantía al derecho fundamental a la vivienda digna, toda persona debería 
tener garantizada la protección de su vivienda inembargable, salvaguardando 
así su dignidad y no a través de figura alguna sino por ministerio de la ley; 
y e) en materia sucesoral, abrir el debate para establecer si en ejercicio de la 
autonomía de la voluntad debe existir plena libertad para la distribución del 
patrimonio y no estar supeditado a forzosas asignaciones como en la actuali-
dad, sin perjuicio de la obligación alimentaria que se tenga por ley.
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